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CASO NÚM. 
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Sobre: 
Retención 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 
Colom García, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de agosto de 2016. 

Isaac García de la Rosa [García de la Rosa o recurrente] 

acude ante nos para que revisemos y revoquemos la Resolución 

que emitió la Comisión Apelativa del Servicio Público [CASP] el 

26 de febrero de 2016, mediante la cual desestimó la apelación.  

ANTECEDENTES  

 

El Sr. Isaac García de la Rosa comenzó a trabajar como 

Cocinero del Municipio de San Juan, [Municipio] en la división La 

Casa de Nuestra Gente, ocupando el puesto 12785, categoría 

Regular de Carrera con Status transitorio.  El nombramiento era 

efectivo desde el 16 de noviembre de 2010 hasta el 15 de mayo 

de 2011.   El nombramiento transitorio fue extendiéndose por 

distintos períodos, siendo el último hasta el 30 de junio de 2015.  

El 8 de septiembre de 2014 García de la Rosa solicitó una 

investigación sobre un balance en tiempo compensatorio.  Al día 

siguiente la Directora de la Casa Nuestra Gente le refirió a la 

Directora de la Oficina de Recursos Humanos la petición del 

señor García de la Rosa.   
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El 29 de junio de 2015, la Administración de Recursos 

Humanos y Relaciones Laborales del Municipio de San Juan, por 

conducto de la Lic. Marta Vera Ramírez,  le notificó al Sr. García 

de la Rosa que su nombramiento que vencía el 30 de junio,  no 

le sería renovado. 

En desacuerdo con la determinación del Municipio, el 28 de 

julio de 2015, García de la Rosa presentó una Apelación a la 

Comisión Apelativa del Servicio Público.  En la alegación número 

diez (10) indicó que “comenzó a trabajar como Cocinero en el 

Municipio de San Juan el 6 de noviembre de 2010 ocupando el 

puesto 12785, Categoría-Regular de Carrera, con status 

Transitorio hasta el 30 de junio de 2015.”    Añadió, en la 

alegación número once, que “[e]l lugar de trabajo diario era la 

División de Personas Sin Hogar “La Casa Nuestra Gente” 

localizada en la Avenida Muñoz Rivera 875 en Río Piedras, Puerto 

Rico, donde fungía como cocinero preparando diariamente 

comida a los participantes del programa”.   Alegó también, que 

la relación obrero patronal durante casi cinco años se le 

reconoció como derecho y se le pagaba y/o concedía un sueldo 

mensual, licencia regular de vacaciones, licencia por 

enfermedad, licencia por tiempo compensatorio y se le hacían los 

correspondientes  documentos de ley.    Indicó que la Casa 

Nuestra Gente continúa operando, que no se le ha ofrecido razón 

o justificación alguna de su cesantía y que la cesantía es ilegal.1   

El 14 de diciembre de 2015, el Municipio solicitó la 

desestimación de la acción, toda vez que el empleado, por ser 

transitorio, no tenía derecho a continuidad en su empleo.   Por 

ello, el Municipio estaba en su derecho de no renovar el 

contrato.  El 23 de febrero el Municipio reiteró su moción de 

                                                 
1
 Alegaciones números 22, 23, 24, 26 
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desestimación y el 26 de febrero de 2016 la CASP emitió el 

dictamen aquí recurrido, mediante el cual desestimó la 

apelación, por no contener alegaciones de hechos que 

constituyan violación de alguna ley o reclamante que justifique 

en derecho la reclamación al amparo de las disposiciones de la 

Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el 

Servicio Público ELA.   García de la Rosa solicitó reconsideración, 

que le fue denegada.  Inconforme con la determinación, García 

de la Rosa acudió ante nos alegando incidió la CASP al: 

PRIMERO:  AL DETERMINAR QUE EL RECURRENTE NO ALBERGABA 

UNA EXPECTATIVA DE CONTINUIDAD EN EL EMPLEO, POR LO QUE 

NO TENÍA UN RECONOCIDO INTERÉS EN LA RETENCIÓN DE SU 

EMPLEO. 

 
SEGUNDO: AL NO DETERMINAR QUE AL RECURRENTE SE LE 

VIOLENTÓ SU DEBIDO PROCESO DE LEY AL SER REMOVIDO DE SU 

PUESTO. 

 
 El Municipio presentó su alegato en oposición.  Evaluados 

ambos escritos y los documentos que obran el expediente, 

exponemos las normas que rigen la acción. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 

170-1988, 3 LPRA sec. 2101 et seq., y su jurisprudencia 

interpretativa nos exigen examinar toda determinación 

administrativa con cierto grado de deferencia.  Esta norma va 

unida a una presunción de legalidad y corrección de la actuación 

administrativa que debe respetarse mientras no se pruebe 

convincentemente lo contrario. López Borges v. Administración 

de Corrección, 185 DPR 603 (2012); Rivera Concepción v. 

A.R.Pe., 152 DPR 116 (2000); Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg. P.R., 144 DPR 425 (1997).  En la revisión de 

determinaciones administrativas, el criterio rector para los 

tribunales es la razonabilidad en la actuación de la agencia 
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recurrida. Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592 

(2006); Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).  La interpretación 

de la agencia también cede cuando ésta produce resultados 

incompatibles o contrarios al propósito del estatuto interpretado 

y a su política pública. González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 

252 (2013); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 433 (2003).  No 

obstante lo anterior, los tribunales se abstendrán de avalar una 

decisión administrativa si la agencia: (1) erró al aplicar la ley; 

(2) actuó arbitraria, irrazonable o ilegalmente, o (3) lesionó 

derechos constitucionales fundamentales. P.C.M.E. Comercial, 

S.E. v. Junta de Calidad Ambiental, 166 DPR 599 (2005).  El 

criterio a aplicar no es si la decisión administrativa es la más 

razonable o la mejor, sino si la determinación de la agencia, en 

interpretación de los reglamentos y las leyes que le incumbe 

implementar, es una razonable. Id; Rivera Concepción v. 

A.R.P.E., 152 DPR 116, 124 (2000).    

Asimismo, se ha reconocido bajo nuestro esquema jurídico, la 

garantía constitucional del debido proceso de ley, que en su 

vertiente procesal le impone al Estado la obligación de garantizar 

que la interferencia con los intereses de libertad y de propiedad 

del individuo se realice a través de un procedimiento que sea 

justo y equitativo. U. Ind. Emp. A.E.P. v. A.E.P., 146 DPR 611 

(1998); Rodríguez Rodríguez v. E.L.A., 130 DPR 562 (1992).     

El Plan de Reorganización Núm. 2 aprobado el 26 de julio 

de 2010, fusionó la Comisión Apelativa del Sistema de 

Administración de Recursos Humanos del Servicio Público 

(CASARH) y la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público (CRTSP), creando así lo que ahora se conoce como la 

Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP). 3 LPRA Ap. XIII.  

La CASP actúa como un organismo cuasi-judicial en la Rama 
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Ejecutiva, especializado en asuntos obrero patronales y del 

principio de mérito atendiendo casos laborales, de querellas y de 

administración de recursos humanos. Véase, Artículo 4 del Plan 

de Reorganización.    

El Reglamento Procesal, Núm. 7313 del 7 de marzo del 2007 

[Reglamento 7313], aplicable a la CASP, tiene el objetivo de 

establecer y actualizar los mecanismos y normas procesales que 

regirán el descargo de su función adjudicativa en todos los 

procedimientos. El Artículo II, establece el Procedimiento para 

las Apelaciones.  En cuanto a su contenido y forma, la Sección 

2.1 (a) (vii), requiere que en la reclamación se indique la  

“Exposición de hechos constitutivos de reclamo o infracción.”  El 

Artículo III (d) establece que la Comisión podrá decretar el 

archivo de una apelación por varias causas, entre ellas, 

“[c]uando en el escrito de apelación no se exponga alegación de 

hecho alguna que constituya violación de ley o reglamento, o 

causa que, de ser creída, justifique en derecho la reclamación.” 

La Ley de Municipios Autónomos, Ley Núm. 81-1991, según 

enmendada, provee sobre el Sistema de Personal de los 

Municipios de Puerto Rico “un sistema autónomo para la 

administración del personal municipal”. Art. 11.001, 21 LPRA 

sec. 4551.  El Artículo 11.003 de la Ley de Municipios 

Autónomos, dispone que “[e]l servicio público municipal se 

compondrá del servicio de carrera, el servicio de confianza y el 

servicio irregular.” 21 LPRA sec. 4553.  En cuanto a los 

nombramientos de empleados transitorios, el Artículo 11.003 

dispone que “Los empleados transitorios serán aquellos que 

ocupan puestos de duración fija en el servicio de carrera, 

creados en armonía con las disposiciones de este subtítulo.[…]” 

21 LPRA sec. 4553 (c).  Específicamente, el Artículo 11.004 de la 
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Ley de Municipios Autónomos, provee sobre el estado legal de 

los empleados que “[l]os empleados municipales serán 

clasificados como de confianza, empleados regulares de carrera, 

empleados probatorios de carrera, empleados transitorios y 

empleados irregulares.” (Énfasis nuestro.) 21 LPRA sec. 4554.  

En cuanto al nombramiento de los empleados transitorios, indica 

la ley que “no podrá exceder de un (1) año, con excepción de las 

personas nombradas en proyectos especiales de duración fija 

sufragados con fondos federales o estatales, cuyo nombramiento 

corresponderá a las normas que disponga la ley bajo la cual sean 

nombrados.”  21 LPRA sec. 4554 (c).  Añade que “[s]e podrán 

efectuar nombramientos transitorios en puestos permanentes de 

carrera según se determine mediante reglamento” y detalla 

nueve situaciones en las que se considerarán los nombramientos  

transitorios, incluyendo cuando “por justa causa el municipio lo 

entienda necesario.”  21 LPRA sec. 4554.  Añade que, “[l]os 

empleados con nombramientos transitorios no se considerarán 

empleados de carrera ni se podrán nombrar en puestos de 

carrera con estatus probatorio o regular, a menos que pase por 

los procedimientos de reclutamiento y selección que dispone este 

subtítulo para el servicio de carrera.”  21 LPRA sec. 4554. 

Los empleados con nombramientos transitorios, sólo tienen 

una expectativa de continuidad en el empleo durante el término 

de su nombramiento, excepto que las circunstancias le creen esa 

expectativa más allá del término. Orta v. Padilla Ayala, 131 DPR 

227, 243 (1992).  Sólo durante el término de nombramiento 

tienen la protección de las leyes de personal.  Orta v. Padilla 

Ayala, supra, pág. 243. La esencia del nombramiento transitorio 

es su duración fija.  Responde este tipo de puesto a la necesidad 

de brindarle a las agencias y departamentos del gobierno 
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flexibilidad para atender las demandas de personal con carácter 

inmediato, pero a la vez temporero, surgidas por situaciones 

imprevistas o de emergencia, las cuales no pueden afrontarse 

con el personal regular. Orta v. Padilla Ayala, supra, pág. 244, 

Dpto. Recursos Naturales v. Correa, 118 DPR 689 (1987).  A 

diferencia de los empleados transitorios, los empleados de 

carrera son a quienes “se le provee seguridad en el empleo, y se 

le puede destituir sólo por justa causa y previa formulación de 

cargos.”  Depto. Recs. Naturales v. Correa,  supra.  Asimismo, se 

ha indicado que son factores que determinan la existencia de un 

interés propietario el hecho de que un interés esté protegido por 

ley o que las circunstancias creen una expectativa de 

continuidad. Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I, 178 DPR 1 

(2010).  El mero hecho de ocupar una posición por un 

prolongado período de tiempo no crea por sí solo un interés 

propietario. Depto. Recs. Naturales v. Correa,  supra, pág. 699. 

Las renovaciones automáticas de los contratos, no implican que 

se posee una expectativa de continuidad. Orta v. Padilla Ayala, 

supra, pág. 243; Dpto. Recursos Naturales v. Correa, 118 DPR 

689 (1987).  Cuando un empleado tiene pleno conocimiento de 

la duración fija de su puesto y de su carácter transitorio, no 

puede sostener válidamente que tenía una expectativa real de 

que su nombramiento podía tener permanencia.  Véase SLG 

Giovanetti v. ELA, 161 DPR 492 (2004).  A esos efectos, el 

Tribunal Supremo ha reiterado que, “[e]l que ostenta un 

nombramiento transitorio, con el conocimiento de que el mismo 

vence transcurrido el término para el cual fue expedido, no 

puede sostener válidamente que tiene una expectativa real de 

que dicho tipo de nombramiento le brinda permanencia en su 

empleo o derecho a  que el mismo se le extienda 
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constantemente.” SLG Giovanetti v. ELA, supra, citando a Dept. 

Recs. Naturales v. Correa, supra, pág. 694, reiterado por Orta v. 

Ayala, supra, pág. 245.  

De acuerdo a la antes mencionada normativa atendemos en 

conjunto los señalamientos de error. 

El recurrente alega que, aun considerado un empleado 

transitorio, es imprescindible observar las circunstancias de cada 

caso para determinar su expectativa de continuidad en el 

puesto.   Adujo que nunca se le notificó que su contrato 

transitorio sería extendido por un tiempo específico, lo que creó 

en él una expectativa legítima de duración del puesto, durante 

los cinco años que trabajó para La Casa Nuestra Gente.  Al 

desconocer de la extensión del nombramiento, le creó la 

expectativa de que su puesto continuaría y ello, obligaba al 

Municipio a reconocerle un debido proceso de ley.  Además, la 

Ley de Municipios Autónomos dispone que el nombramiento 

transitorio no puede exceder doce (12) meses.  Refirió que la 

Sección 9.10 del Código de Administración de Asuntos de 

Personal del Municipio de San Juan establece que:  “Los 

empleados transitorios podrán ser separados de sus puestos 

antes de la terminación de sus nombramientos, previo 

cumplimiento del debido procedimiento de ley.”  Indicó que lo 

reunieron el 29 de junio de 2015 y allí  le notificaron que su 

contrato no sería renovado.   Sostuvo que desconocía, porque no 

se lo notificaron, la fecha de vencimiento y que existía un 

contrato por un término específico para su trabajo.  Esta omisión 

le creó una expectativa de continuidad.  No nos persuade. 

La CASP desestimó la reclamación del recurrente, porque de 

la apelación, surgía que este conocía que era un empleado 

transitorio y la duración de su empleo.  Por ello,  no tenía una 
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expectativa de continuidad posterior a la terminación de su 

nombramiento y procedía desestimar su reclamación.  En 

revisión confirmamos la determinación de la CASP. 

Surge del inciso 10 del escrito de Apelación que García de la 

Rosa presentó ante la CASP, que,  

El apelante comenzó a trabajar como Cocinero en el 

Municipio de San Juan el 16 de noviembre de 2010 
ocupando el puesto 12785, Categoría-Regular de Carrera, 

con status Transitorio hasta el 30 de junio de 2015.    
 

Así que, de las alegaciones de García de la Rosa surge que 

él sabía que su puesto en el Municipio de San Juan era uno 

transitorio que se extendió hasta el 30 de junio de 2015.   Junto 

a su apelación, el recurrente incluyó varios apéndices, que 

identificaban la fecha de comienzo de labores desde el 16 de 

noviembre de 2010 hasta el 15 de mayo de 2011 y la extensión 

de su nombramiento hasta el 30 de junio de 2015.  Al ser 

contratado como empleado transitorio por un término fijo, el 

empleado no podía tener una expectativa de continuidad de 

empleo.   Además, la Certificación de Emisión de Tarjeta de 

Identificación del empleado, emitida el 16 de noviembre de 

2010, identifica el nombramiento como uno transitorio2.  Así que 

el empleado claramente fue identificado como transitorio. 

No podemos concluir que las circunstancias de su empleo 

crearon alguna expectativa de continuidad, toda vez que cuando 

se vencía el periodo establecido, se le ampliaba el término de 

duración del contrato, hasta una fecha en específica, siendo la 

última el 30 de junio de 2015.3   De otro lado, es irrelevante el 

hecho de que las extensiones de nombramiento no tuviesen la 

firma del recurrente, pues en el nombramiento inicial tampoco se 

requirió su firma y aun así comenzó a trabajar.   Así que, una 

                                                 
2 Apéndice pág. 33 
3 Informe de Cambio, apéndice págs. 32-47 
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vez culminó el período establecido, el Municipio podía dar por 

terminado el contrato. Así lo hizo al notificarle el 29 de junio de 

2015 que su contrato, vencedero al día siguiente, no le sería 

renovado.  Cuando un patrono culmina un contrato, antes del 

periodo de tiempo establecido, es que debe justificar su acción.  

En este caso ello no aplica, pues el Municipio cumplió con su 

obligación de honrar el contrato hasta la fecha de su vencimiento 

el 30 de junio de 2015.  A su vez, aunque el contrato se 

extendió desde el 2010 hasta el año 2015, el municipio amplió el 

término por periodos de tiempo que no excedieron los seis 

meses.    El Art. 11.004 de la Ley de Municipios Autónomos,  

permite que se efectúen nombramientos transitorios cuando por 

justa causa el municipio lo entienda necesario.  21 LPRA sec. 

4554.  De la Apelación y de los documentos que le fueron 

anejados surgía que el contrato era transitorio con término de 

vencimiento establecido y el apelante así lo sabía, no había 

ningún remedio que CASP le pudiese conceder, toda vez que las 

circunstancias del caso tampoco mostraban que existiese alguna 

expectativa de continuidad de empleo.  Como sabemos, el 

término que se prolongue un contrato de empleo transitorio, no 

se puede considerar como prueba suficiente para demostrar que 

se creó alguna expectativa de continuidad de empleo.  De igual 

forma, declinamos aceptar la alegación de un despido por 

represalias al solicitar el 8 de septiembre de 2014, una 

investigación de balances de tiempo compensatorio, pues luego 

de ello su contrato se extendió en dos ocasiones.   

En fin, el recurrente no presentó prueba que refute la 

presunción de corrección y regularidad que cobija a la CASP en 

el asunto delegado.  Meras alegaciones de la expectativa de que 

el contrato continuara, sin evidencia que sustente su argumento, 
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no es suficiente para dejar sin efecto la determinación aquí 

recurrida.  Tampoco se nos demostró que la CASP actuara 

arbitraria, irrazonable o ilegalmente. P.C.M.E. Comercial, S.E. v. 

Junta de Calidad Ambiental, supra.  Así pues, como en el escrito 

de Apelación no se presentó ninguna alegación de hecho que 

constituya violación de ley o reglamento, o causa que justifique 

en derecho la reclamación, toda vez que García de la Rosa era 

empleado transitorio por un término fijo, actuó correctamente la 

CASP al decretar el archivo de una apelación, de conformidad a 

la autoridad conferida en el Artículo III del Reglamento 7313, 

supra. 

DICTAMEN 

Por los fundamentos antes expresados, se CONFIRMA la 

resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


